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I.
LEY 20/2007, DE 11 DE JULIO,  

DEL ESTATUTO DEL TRABAJO AUTÓNOMO
—BOE N.º 166 de 12 de julio de 2007—

JUAN CARLOS I
REY DE ESPAÑA

A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente Ley.

PREÁMBULO

I

El trabajo autónomo se ha venido configurando tradicionalmente dentro de un marco 
de relaciones jurídicas propio del derecho privado, por lo que las referencias normativas al 
mismo se hallan dispersas a lo largo de todo el Ordenamiento Jurídico.

En este sentido, la Constitución, sin hacer una referencia expresa al trabajo por cuenta 
propia, recoge en algunos de sus preceptos derechos aplicables a los trabajadores autóno-
mos. Así, el artículo 38 de la Constitución reconoce la libertad de empresa en el marco de 
una economía de mercado; el artículo 35, en su apartado 1, reconoce para todos los espa-
ñoles el deber de trabajar y el derecho al trabajo, a la libre elección de profesión u oficio, a 
la promoción a través del trabajo y a una remuneración suficiente para satisfacer sus necesi-
dades y las de su familia, sin que en ningún caso pueda hacerse discriminación por razón de 
sexo; el artículo 40, en su apartado 2, establece que los poderes públicos fomentarán una 
política que garantice la formación y readaptación profesionales, velarán por la seguridad 
e higiene en el trabajo y garantizarán el descanso necesario mediante la limitación de la 
jornada laboral, las vacaciones periódicas retribuidas y la promoción de centros adecuados; 
finalmente, el artículo 41 encomienda a los poderes públicos el mantenimiento de un régi-
men público de Seguridad Social para todos los ciudadanos, que garantice la asistencia y 
prestaciones sociales suficientes ante situaciones de necesidad.

Estas referencias constitucionales no tienen por qué circunscribirse al trabajo por cuenta 
ajena, pues la propia Constitución así lo determina cuando se emplea el término «españoles» 
en el artículo 35 o el de «ciudadanos» en el artículo 41, o cuando encomienda a los poderes 
públicos la ejecución de determinadas políticas, artículo 40, sin precisar que sus destinata-
rios deban ser exclusivamente los trabajadores por cuenta ajena.

En el ámbito social podemos destacar, en materia de Seguridad Social, normas como 
la Ley General de la Seguridad Social, el artículo 25.1 de la Ley Orgánica 1/2004, de 28 
de diciembre, de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género referido a 
las trabajadoras por cuenta propia que sean víctimas de la violencia de género, el Decreto 
2530/1970, de 20 de agosto, que regula el Régimen Especial de los Trabajadores por Cuenta 
Propia o Autónomos, y otras disposiciones de desarrollo. En materia de prevención de ries-
gos laborales hay que referirse a la Ley de Prevención de Riesgos Laborales y al Real Decreto 
1627/1997, de 24 de octubre, por el que se establecen las disposiciones mínimas de seguri-
dad y salud en las obras de construcción, así como otras disposiciones de desarrollo.

La Unión Europea, por su parte, ha tratado el trabajo autónomo en instrumentos norma-
tivos tales como la Directiva 86/613/CEE del Consejo, de 11 de diciembre de 1986, relativa 
a la aplicación del principio de igualdad de trato entre hombres y mujeres que ejerzan una 
actividad autónoma, incluidas las actividades agrícolas, así como sobre la protección de la 
maternidad, que da una definición de trabajador autónomo en su artículo 2.a), o en la Reco-

I
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mendación del Consejo de 18 de febrero de 2003 relativa a la mejora de la protección de la 
salud y la seguridad en el trabajo de los trabajadores autónomos.

El derecho comparado de los países de nuestro entorno no dispone de ejemplos sobre 
una regulación del trabajo autónomo como tal. En los países de la Unión Europea sucede 
lo mismo que en España: las referencias a la figura del trabajador autónomo se encuentran 
dispersas por toda la legislación social, especialmente la legislación de seguridad social y 
de prevención de riesgos. En este sentido, cabe resaltar la importancia que tiene el presente 
Proyecto de Ley, pues se trata del primer ejemplo de regulación sistemática y unitaria del 
trabajo autónomo en la Unión Europea, lo que sin duda constituye un hito en nuestro orde-
namiento jurídico.

Se trata de una Ley que regulará el trabajo autónomo, sin interferir en otros ámbitos de 
nuestro tejido productivo, como el sector agrario, que cuenta con su propia regulación y sus 
propios cauces de representación.

Los Colegios Profesionales tampoco verán afectadas sus competencias y atribuciones 
por la aprobación de este Estatuto.

II

Desde el punto de vista económico y social no puede decirse que la figura del trabaja-
dor autónomo actual coincida con la de hace algunas décadas. A lo largo del siglo pasado 
el trabajo era, por definición, el dependiente y asalariado, ajeno a los frutos y a los ries-
gos de cualquier actividad emprendedora. Desde esa perspectiva, el autoempleo o trabajo 
autónomo tenía un carácter circunscrito, en muchas ocasiones, a actividades de escasa 
rentabilidad, de reducida dimensión y que no precisaban de una fuerte inversión financiera, 
como por ejemplo la agricultura, la artesanía o el pequeño comercio. En la actualidad la 
situación es diferente, pues el trabajo autónomo prolifera en países de elevado nivel de 
renta, en actividades de alto valor añadido, como consecuencia de los nuevos desarrollos 
organizativos y la difusión de la informática y las telecomunicaciones, y constituye una 
libre elección para muchas personas que valoran su autodeterminación y su capacidad 
para no depender de nadie.

Esta circunstancia ha dado lugar a que en los últimos años sean cada vez más impor-
tantes y numerosas en el tráfico jurídico y en la realidad social, junto a la figura de lo que 
podríamos denominar autónomo clásico, titular de un establecimiento comercial, agricultor 
y profesionales diversos, otras figuras tan heterogéneas, como los emprendedores, per-
sonas que se encuentran en una fase inicial y de despegue de una actividad económica 
o profesional, los autónomos económicamente dependientes, los socios trabajadores de 
cooperativas y sociedades laborales o los administradores de sociedades mercantiles que 
poseen el control efectivo de las mismas.

En la actualidad, a 30 de junio de 2006, el número de autónomos afiliados a la Seguri-
dad Social asciende a 3.315.707, distribuidos en el Régimen Especial de los Trabajadores 
por Cuenta Propia o Autónomos, en el Régimen Especial Agrario y en el Régimen Especial 
de Trabajadores del Mar. De ellos, 2.213.636 corresponden a personas físicas que realizan 
actividades profesionales en los distintos sectores económicos.

Partiendo de este último colectivo, es muy significativo señalar que 1.755.703 autóno-
mos no tienen asalariados y que del colectivo restante 457.933, algo más de 330.000 sólo 
tienen uno o dos asalariados. Es decir, el 94 por ciento de los autónomos que realizan una 
actividad profesional o económica sin el marco jurídico de empresa no tienen asalariados o 
sólo tienen uno o dos.

Estamos en presencia de un amplio colectivo que realiza un trabajo profesional arries-
gando sus propios recursos económicos y aportando su trabajo personal, y que en su 
mayoría lo hace sin la ayuda de ningún asalariado. Se trata, en definitiva, de un colectivo 
que demanda un nivel de protección social semejante al que tienen los trabajadores por 
cuenta ajena.

A lo largo de los últimos años se han llevado a cabo algunas iniciativas destinadas a 
mejorar la situación del trabajo autónomo. Entre ellas, cabe destacar la eliminación del 
Impuesto de Actividades Económicas para todas las personas físicas, así como las intro-
ducidas por la Ley 36/2003, de 11 de noviembre, de Medidas de Reforma Económica, que 
recoge la cobertura de la Incapacidad Temporal desde el cuarto día de la baja, la posibilidad 
de tener la cobertura por accidentes de trabajo y enfermedades profesionales y la minora-
ción para quienes se incorporaran por vez primera al Régimen Especial de los Trabajadores 
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Autónomos, siendo menores de treinta años o mujeres mayores de cuarenta y cinco. En la 
Ley 2/2004, de 27 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2005 se 
incorporan como medidas para el fomento del empleo autónomo de jóvenes hasta treinta 
años de edad y mujeres hasta treinta y cinco, una reducción a las cuotas de la Seguridad 
Social así como el acceso a las medidas de fomento del empleo estable de los familiares 
contratados por los autónomos. Asimismo, se mejora el sistema de capitalización de la 
prestación por desempleo en su modalidad de pago único para los desempleados que ini-
cien su actividad como autónomos.

El Gobierno, sensible ante esta evolución del trabajo autónomo, ya se comprometió en 
la sesión de investidura de su Presidente a aprobar durante esta Legislatura un Estatuto de 
los Trabajadores Autónomos. Como consecuencia de ello el Ministerio de Trabajo y Asuntos 
Sociales acordó constituir una Comisión de Expertos a la que encomendó una doble tarea: 
de un lado, efectuar un diagnóstico y evaluación sobre la situación económica del trabajo 
autónomo en España y, de otro, analizar el régimen jurídico y de protección social de los tra-
bajadores autónomos, elaborando al tiempo una propuesta de Estatuto del Trabajador Autó-
nomo. Los trabajos de la Comisión culminaron con la entrega de un extenso y documentado 
Informe, acompañado de una propuesta de Estatuto, en el mes de octubre de 2005.

Paralelamente, la Disposición Adicional Sexagésima Novena de la Ley 30/2005, de 29 de 
diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2006 incorporaba el mandato 
al Gobierno de presentar al Congreso de los Diputados, en el plazo de un año, un Proyecto 
de Ley de Estatuto del Trabajador Autónomo en el que se defina el trabajo autónomo y se 
contemplen los derechos y obligaciones de los trabajadores autónomos, su nivel de protec-
ción social, las relaciones laborales y la política de fomento del empleo autónomo, así como 
la figura del trabajador autónomo económicamente dependiente.

Mediante la Resolución número 15 del debate sobre el Estado de la Nación de 2006, el 
Congreso de los Diputados insta al Gobierno a presentar durante ese año el Proyecto de 
Ley del Estatuto del Trabajador Autónomo, para avanzar en la equiparación, en los términos 
contemplados en la Recomendación número 4 del Pacto de Toledo, del nivel de protección 
social de los trabajadores autónomos con el de los trabajadores por cuenta ajena.

Finalmente, con la aprobación de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igual-
dad efectiva entre mujeres y hombres, a iniciativa del Gobierno, se dio un primer paso en 
el cumplimiento a la citada Resolución, al introducir numerosas medidas para mejorar la 
situación del trabajo autónomo, especialmente en lo relativo a los derechos derivados de 
las situaciones de maternidad y paternidad, todo ello en el contexto de avanzar en una polí-
tica de conciliación de la vida familiar con el trabajo, tan demandada por los trabajadores 
autónomos.

III

La presente Ley constituye el resultado del cumplimiento de los anteriores mandatos. 
Para su elaboración se ha consultado a las organizaciones sindicales y empresariales, así 
como a las asociaciones de trabajadores autónomos.

La Ley consta de 29 artículos, encuadrados en cinco títulos, más diecinueve disposicio-
nes adicionales, tres transitorias, una derogatoria y seis finales.

El Título I delimita el ámbito subjetivo de aplicación de la Ley, estableciendo la definición 
genérica de trabajador autónomo y añadiendo los colectivos específicos incluidos y excluidos.

El Título II regula el régimen profesional del trabajador autónomo en tres capítulos. El 
Capítulo I establece las fuentes de dicho régimen profesional, dejando clara la naturaleza 
civil o mercantil de las relaciones jurídicas establecidas entre el autónomo y la persona o 
entidad con la que contrate. El apartado 2 del artículo 3 introduce los acuerdos de inte-
rés profesional para los trabajadores autónomos económicamente dependientes, novedad 
importante creada por la Ley.

El Capítulo II se refiere al régimen profesional común para todos los trabajadores autó-
nomos y establece un catálogo de derechos y deberes, así como las normas en materia de 
prevención de riesgos laborales, protección de menores y las garantías económicas.

El Capítulo III reconoce y regula la figura del trabajador autónomo económicamente 
dependiente. Su regulación obedece a la necesidad de dar cobertura legal a una realidad 
social: la existencia de un colectivo de trabajadores autónomos que, no obstante su auto-
nomía funcional, desarrollan su actividad con una fuerte y casi exclusiva dependencia eco-
nómica del empresario o cliente que los contrata. La Ley contempla el supuesto en que este 
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empresario es su principal cliente y de él proviene, al menos, el 75 por ciento de los ingresos 
del trabajador. Según los datos suministrados por el Instituto Nacional de Estadística, en el 
año 2004, ascienden a 285.600 los empresarios sin asalariados que trabajan para una única 
empresa o cliente. La cifra es importante, pero lo significativo es que este colectivo se ha 
incrementado en un 33 por ciento desde el año 2001.

A la vista de la realidad anteriormente descrita, la introducción de la figura del trabajador 
autónomo económicamente dependiente ha planteado la necesidad de prevenir la posible 
utilización indebida de dicha figura, dado que nos movemos en una frontera no siempre 
precisa entre la figura del autónomo clásico, el autónomo económicamente dependiente y 
el trabajador por cuenta ajena.

La intención del legislador es eliminar esas zonas fronterizas grises entre las tres cate-
gorías. De ahí que el artículo 11, al definir el trabajador autónomo económicamente depen-
diente sea muy restrictivo, delimitando conforme a criterios objetivos los supuestos en que 
la actividad se ejecuta fuera del ámbito de organización y dirección del cliente que contrata 
al autónomo.

El resto del Capítulo III establece una regulación garantista para el trabajador autónomo 
económicamente dependiente, en virtud de esa situación de dependencia económica, sin 
perjuicio de que opere como norma general en las relaciones entre éste y su cliente el prin-
cipio de autonomía de la voluntad. En este sentido, el reconocimiento de los acuerdos de 
interés profesional, en el artículo 13, al que se aludía en el Capítulo dedicado a las fuentes, 
no supone trasladar la negociación colectiva a este ámbito, sino simplemente reconocer la 
posibilidad de existencia de un acuerdo que trascienda del mero contrato individual, pero 
con eficacia personal limitada, pues sólo vincula a los firmantes del acuerdo.

El recurso a la Jurisdicción Social previsto en el artículo 17 se justifica porque la confi-
guración jurídica del trabajador autónomo económicamente dependiente se ha diseñado 
teniendo en cuenta los criterios que de forma reiterada ha venido estableciendo la Juris-
prudencia de dicha Jurisdicción. La Jurisprudencia ha definido una serie de criterios para 
distinguir entre el trabajo por cuenta propia y el trabajo por cuenta ajena. La dependencia 
económica que la Ley reconoce al trabajador autónomo económicamente dependiente no 
debe llevar a equívoco: se trata de un trabajador autónomo y esa dependencia económica 
en ningún caso debe implicar dependencia organizativa ni ajenidad. Las cuestiones litigio-
sas propias del contrato civil o mercantil celebrado entre el autónomo económicamente 
dependiente y su cliente van a estar estrechamente ligadas a la propia naturaleza de la 
figura de aquél, de tal forma que las pretensiones ligadas al contrato siempre van a juzgarse 
en conexión con el hecho de si el trabajador autónomo es realmente económicamente 
dependiente o no, según cumpla o no con los requisitos establecidos en la Ley. Y esta cir-
cunstancia, nuclear en todo litigio, ha de ser conocida por la Jurisdicción Social.

IV

El Título III regula los derechos colectivos de todos los trabajadores autónomos, defi-
niendo la representatividad de sus asociaciones conforme a los criterios objetivos, estable-
cidos en el artículo 21 y creando el Consejo del Trabajo Autónomo como órgano consultivo 
del Gobierno en materia socioeconómica y profesional referida al sector en el artículo 22.

El Título IV establece los principios generales en materia de protección social, recogiendo 
las normas generales sobre afiliación, cotización y acción protectora de la Seguridad Social 
de los trabajadores autónomos. Es de destacar que se reconoce la posibilidad de establecer 
reducciones o bonificaciones en las bases de cotización o en las cuotas de la Seguridad 
Social para determinados colectivos de trabajadores autónomos, en atención a sus cir-
cunstancias personales o a las características profesionales de la actividad ejercida. Se 
extiende a los trabajadores autónomos económicamente dependientes la protección por 
las contingencias de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales y se reconoce la 
posibilidad de jubilación anticipada para aquellos trabajadores autónomos que desarrollen 
una actividad tóxica, peligrosa o penosa, en las mismas condiciones previstas para el Régi-
men General. Se trata de medidas que, junto con las previstas en las disposiciones adicio-
nales, tienden a favorecer la convergencia del Régimen Especial de Trabajadores por Cuenta 
Propia o Autónomos con el Régimen General.

Finalmente, el Título V está dedicado al fomento y promoción del trabajo autónomo, esta-
bleciendo medidas dirigidas a promover la cultura emprendedora, a reducir los costes en el 
inicio de la actividad, a impulsar la formación profesional y a favorecer el trabajo autónomo 
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mediante una política fiscal adecuada. Se trata, pues, de las líneas generales de lo que 
deben ser las políticas activas de fomento del autoempleo, líneas que han de ser materiali-
zadas y desarrolladas en función de la realidad socioeconómica.

V

La disposición adicional primera se refiere a la reforma del Texto Refundido de la Ley de 
Procedimiento Laboral. Las modificaciones son las estrictamente necesarias como conse-
cuencia de la inclusión de las controversias derivadas de los contratos de los trabajadores 
autónomos económicamente dependientes en el ámbito de la Jurisdicción Social. En cohe-
rencia con ello, también se establece la obligatoriedad de la conciliación previa no sólo ante 
el servicio administrativo correspondiente, sino también ante el órgano que eventualmente 
se haya podido crear mediante acuerdo de interés profesional.

La disposición adicional segunda supone el reconocimiento para que ciertos colectivos 
o actividades gocen de peculiaridades en materia de cotización, como complemento de 
las medidas de fomento del autoempleo. Se hace un mandato concreto para establecer 
reducciones en la cotización de los siguientes colectivos de trabajadores autónomos: los 
que ejercen una actividad por cuenta propia junto con otra actividad por cuenta ajena, de tal 
modo que la suma de ambas cotizaciones supera la base máxima, los hijos de trabajadores 
autónomos menores de 30 años que inician una labor en la actividad familiar y los trabaja-
dores autónomos que se dediquen a la venta ambulante o a la venta a domicilio.

La disposición adicional tercera recoge la obligación de que en el futuro todos los traba-
jadores autónomos que no lo hayan hecho tengan que optar por la cobertura de la incapa-
cidad temporal, medida que favorece la convergencia con el Régimen General, así como la 
necesidad de llevar a cabo un estudio sobre las profesiones o actividades con mayor sinies-
tralidad, en las que los colectivos de autónomos afectados deberán cubrir las contingencias 
profesionales.

La disposición adicional cuarta regula la prestación por cese de actividad. Recoge el 
compromiso del Gobierno para que, siempre que estén garantizados los principios de con-
tributividad, solidaridad y sostenibilidad financiera y ello responda a las necesidades y pre-
ferencias de los trabajadores autónomos, proponga a las Cortes Generales la regulación de 
un sistema específico de protección por cese de actividad para los mismos, en función de 
sus características personales o de la naturaleza de la actividad ejercida.

La disposición adicional quinta especifica que lo dispuesto en el apartado 2 del artículo 
23, en los artículos 24 a 26 y en el párrafo c), apartado 2, del artículo 27, así como en las 
disposiciones adicionales segunda y tercera y en la disposición final segunda de la pre-
sente Ley no serán de aplicación a los trabajadores por cuenta propia o autónomos que, en 
los términos establecidos en la disposición adicional decimoquinta de la Ley 30/1995, de 
supervisión y ordenación de los seguros privados, hayan optado u opten en el futuro por 
adscribirse a la Mutualidad de Previsión Social que tenga constituida el Colegio Profesional 
al que pertenezcan y que actúe como alternativa al Régimen Especial de la Seguridad Social 
de los trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos.

La disposición adicional sexta establece la necesidad de adecuación de la norma a las 
competencias autonómicas relativas a representatividad y registro especial de las asocia-
ciones profesionales de autónomos en el ámbito territorial autonómico.

La disposición adicional séptima establece la posibilidad de actualizar las bases de coti-
zación diferenciadas, reducciones o bonificaciones previstas para determinados colectivos 
de trabajadores autónomos en atención a sus especiales características, por medio de la 
Ley de Presupuestos Generales del Estado.

La disposición adicional octava señala que el Gobierno planteará la presencia de los tra-
bajadores autónomos en el Consejo Económico y Social, teniendo en cuenta la evolución 
del Consejo del Trabajo Autónomo en la representación de los mismos y el informe precep-
tivo del precitado Consejo Económico y Social.

La disposición adicional novena determina que se presentará un estudio por el Gobierno 
en un año sobre la evolución de la medida de pago único de la prestación por desempleo 
para el inicio de actividades por cuenta propia y a la posible ampliación de los porcentajes 
actuales de la capitalización dependiendo de los resultados de tal estudio.

La disposición adicional décima se refiere al encuadramiento en la Seguridad Social de 
los familiares del trabajador autónomo, aclarando que los trabajadores autónomos podrán 
contratar, como trabajadores por cuenta ajena, a los hijos menores de treinta años aunque 
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26ESTATUTO DEL TRABAJO AUTÓNOMO
Y LEGISLACIÓN COMPLEMENTARIA

La presente obra contiene, como norma fundamental, el texto completo de la Ley 
20/2007, de 11 de julio, del Estatuto del Trabajo Autónomo, debidamente actualizada, 
concordada y con un completo índice analítico.

La obra incluye, además, la siguiente Legislación Complementaria:

• Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto 
refundido de la Ley General de la Seguridad Social.

• Decreto 2530/1970, de 20 de agosto, por el que se regula el régimen especial de la 
Seguridad Social de los trabajadores por cuenta propia o autónomos.

• Real Decreto 1273/2003, de 10 de octubre, por el que se regula la cobertura de las 
contingencias profesionales de los trabajadores incluidos en el Régimen Especial 
de la Seguridad Social de los Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos, y la 
ampliación de la prestación por incapacidad temporal para los trabajadores por 
cuenta propia.

• Real Decreto 197/2009, de 23 de febrero, por el que se desarrolla el Estatuto del 
Trabajo Autónomo en materia de contrato del trabajador autónomo económica-
mente dependiente y su registro y se crea el Registro Estatal de asociaciones 
profesionales de trabajadores autónomos.
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